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Cristóbal Carnero Varo (col. 701), Mª del Pilar Pérez-Lanzac de Lorca 

(col. 6124) e Isabel Carnero Fernández (col. 8342) pertenecientes al Iltre. 

Colegio de Abogados de Málaga,  informamos que hemos sido cuestionados por 

dicha Corporación sobre la titularidad del crédito de las costas en los supuestos 

en que el litigante vencedor ha sido defendido y representado en virtud de la 

asistencia jurídica gratuita. 

 

En su virtud, considerando la legislación, doctrina y jurisprudencia, así 

como nuestro leal saber y entender, INFORMAMOS: 

 

 

De la legislación 

 

Las normas donde quedan reguladas las costas son las siguientes:   

 

Ley de Enjuiciamiento Civil, el artículo 241 de la LEC: 

 

“7. Salvo lo dispuesto en la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita, cada parte pagará 

los gastos y costas del proceso causados a su instancia a medida que se vayan produciendo. 

Se considerarán gastos del proceso aquellos desembolsos que tengan su origen directo e 

inmediato en la existencia de dicho proceso, y costas la parte de aquéllos que se refieran 

al paso de los siguientes conceptos: 

1 ° Honorarios de la defensa y de la representación técnica cuando sean preceptivas. 

 

Por su parte, el artículo 36 (“Reintegro económico”) de Ley 1/1996, de 

Asistencia Jurídica Gratuita, establece, en sus apartados 1 y 5, respectivamente: 

 

"1. Si en la resolución que ponga fin al proceso hubiera pronunciamiento sobre 

costas, a favor de quien obtuvo el reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica 

gratuita o de quien lo tuviera legalmente reconocido, deberá la parte contraria abonar las 

costas causadas en la defensa de aquélla.” 

"5. Obtenido el pago por los profesionales designados de oficio conforme a las reglas 

contempladas en los apartados anteriores, estarán obligados a devolver las cantidades 

eventualmente percibidas con cargo a los fondos públicos por su intervención en el proceso". 

Para el cálculo de sus honorarios y derechos, se estará a las normas sobre 

honorarios de abogados de cada Colegio, así como a los aranceles de los procuradores 

vigentes en el momento de la sustanciación del proceso”. 

 

Decreto 67/2008, de 26 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento de 

Asistencia Jurídica Gratuita en el ámbito de la Comunidad 

Real Decreto 141/2021, de 9 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento 

de asistencia jurídica gratuita. 
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De los antecedentes jurisprudenciales y doctrinales 

Los antecedentes jurisprudenciales y doctrinales que fijan el criterio sobre 

la condena en costas son las siguientes:  

Así el Auto del Tribunal Supremo de la Sala III de  fecha 5 de 

noviembre de 2020 que: 

“la condena en costas declara un crédito del favorecido con ella, por lo que el pago 

de las costas judiciales supone una indemnización a favor de la parte vencedora en el pleito 

por los gastos ocasionados en un procedimiento judicial. El importe de las costas es para la 

parte que obtuvo a su favor el pronunciamiento de imposición de costas y no como se insiste 

para los profesionales que representaron y defendieron a dicha parte, pues es ésta, como se 

ha dicho, la que obtiene, a través del pago de las costas judiciales por la parte vencida en el 

juicio, una indemnización de los gastos derivados de un proceso. Será por tanto la parte 

vencedora en el pleito la que reciba el importe de la tasación de costas como indemnización 

por los gastos derivados del proceso en cuestión". (En el mismo sentido, entre otros 

muchos, Autos de 25 de Diciembre de 2019 (casación 1968/2017), de 10 de diciembre de 

2007 (Casación 3630/2005) o de 29 de septiembre de 2005 (Casación 4699/2000). Así lo 

hemos dicho ya en nuestro Auto de 4 de junio de 2020, que es pertinente repetir por la 

insistencia en las mismas pretensiones. TERCERO.- El procurador y esta Sala ha venido 

declarando que la condena en costas implica el reconocimiento de un crédito a favor de la 

parte cuya pretensión procesal ya prosperó y con cargo a quien fue rechazada, 

compensatorio de los gastos que indebidamente fue obligada a realizar la primera por mor 

de la segunda. Sustancialmente es, por tanto, una cantidad debida por una parte procesal a 

otra, cuya cuantía viene determinada por el conjunto de los desembolsos que es necesario 

hacer en un juicio para conseguir o para defender un derecho. También esta Sala ha puesto 

de relieve, de manera asimismo reiterada, que el hecho de la condena en costas no modifica 

la relación material en que cada parte se halla con su letrado, procurador y peritos, de modo 

que el derecho a percibir sus honorarios y emolumentos reconocidos a éstos existe frente a 

la parte que los nombra, no frente al condenado. TERCERO.- No modifica esta doctrina 

que la parte favorecida por la condena en costas tenga reconocido el beneficio de justicia 

gratuita, pues el artículo 36.1 de la Ley 1/1996, de 10 de enero, de Asistencia Jurídica 

Gratuita , únicamente señala al respecto que "si en la sentencia que ponga fin al proceso 

hubiera pronunciamiento sobre costas, a favor de quien obtuvo el reconocimiento del 

derecho a la asistencia jurídica gratuita o de quien lo tuviera legalmente reconocido, deberá 

la parte contraria abonar las costas causadas en la defensa de aquélla", pero de dicho 

precepto no puede inferirse que se esté reconociendo un derecho a favor de los profesionales 

designados de oficio que han intervenido en representación y defensa de la parte favorecida 

por las costas. Y ello con independencia de lo preceptuado en el apartado 5 del artículo 36, 

ya que el pago obtenido por los profesionales a que se refiere la redacción del precepto, sólo 

tiene lugar cuando los profesionales intervinientes están autorizados por su representado 

para percibir el importe de las costas, lo que no acontece en el presente caso (por todos, Auto 

de 25 de septiembre de 2019 (Casación 1968/2017)”. 

 

Por su parte, el Pleno del Consejo General de la Abogacía Española, en 

su sesión de fecha veinticuatro de junio de dos mil dieciséis, adoptó, por 

unanimidad, el acuerdo por el que se concluyó que: 



3 

 

 

“que en aquellos procedimientos en los que la parte favorecida por la resolución 

judicial con expresa imposición de costas sea beneficiaria de la justicia gratuita, la 

legitimación para reclamar y percibir lo adeudado por la parte condenada en costas y, en 

consecuencia, para que el Juzgado expida los mandamientos de pago de las costas 

consignadas a su nombre, corresponde a los profesionales (Abogado y Procurador) 

intervinientes, no constituyendo las costas procesales, por lo tanto, un crédito a favor de la 

parte beneficiaria de las mismas dentro del ámbito de la justicia gratuita, al contrario de lo 

que acontecería en el supuesto de que el asunto carecería del beneficio de justicia gratuita, 

en cuyo caso el crédito sí que sería a favor de la parte beneficiada por las mismas”. 

Y todo ello en base a fundamentos de derecho recogidos en distintas 

resoluciones judiciales que como criterio base fijan la no existencia de una 

relación contractual de arrendamiento de servicios entre los profesionales 

(procurador y abogado) y las partes, sino que dicha representación es derivada de 

la designación por turno de oficio en aplicación de la Ley 1/1996 de asistencia 

jurídica gratuita. 

Y así, entre las resoluciones judiciales contempladas destaca el Auto de 

Audiencia Provincial de Barcelona (Sección 12a), Auto núm. 199/11, Rollo 

núm. 207/2011-R, de 26 de octubre de 2011 en cuyo fundamento de derecho 

segundo se establece que: “En la realidad de estos supuestos es la Administración pública 

la que, con cargo a los presupuestos públicos, indemniza a los colegiados por sus 

intervenciones en estos casos, sin perjuicio de la obligación de los mismos de cobrar 

directamente de los ciudadanos a quienes defendieron si vinieren a mejor fortuna o no les 

fuera reconocido el derecho. Es evidente que en casos como el de autos en el que se ha 

impuesto la condena al pago de las costas (honorarios de letrado y cuenta del procurador) 

a la parte vencida, son los profesionales directamente quiénes tienen la legitimación para 

reclamar y percibir lo adeudado por la parte condenada a ello (y en consecuencia a que el 

juzgado liquide los depósitos percibidos para tal fin), sin perjuicio de la obligación de 

comunicarlo al Colegio de Abogados y a la Comisión del Turno de oficio que haya 

intervenido, a los oportunos efectos de que se les descuente de la indemnización que deban 

o hayan debido percibir”. 

El Auto de la Audiencia Provincial de Barcelona (Sección 12a), Auto 

núm. 309/10, Rollo núm. 539/2010-R, de 20 de diciembre de 2010, se pronuncia 

de modo similar partiendo de que la titularidad del derecho de percepción de las 

costas, conforme a la doctrina de nuestro TC tiene carácter de crédito 

indemnizatorio, y continúa: “El titular de este derecho de crédito es la parte litigante 

que hubiera procedido a la contratación de los servicios de los profesionales que intervienen 

en el proceso en su representación y defensa. Coherentemente con ello, el Tribunal 

Constitucional ha tenido oportunidad de establecer que "el titular del crédito que origina la 

condena en costas es la parte contraria beneficiada de la misma, y no los profesionales que 

la han representado y defendido, con independencia de que estos profesionales hayan 

recibido, parcial o totalmente, sus derechos y honorarios de la parte a quien han prestado 

sus servicios" (Sala 2a del TC, de fecha 26 de febrero de 1990). Esta concepción del TC de 

que el derecho a la percepción de las costas corresponde al titular del derecho subjetivo en 

juego resulta absolutamente impoluta, y de ella se han extraer las consecuencias 

correspondientes”. 
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“Para ello se ha de partir de la diferenciación del derecho a este crédito 

indemnizatorio en que consisten las costas procesales, según que los profesionales que hayan 

representado y defendido a la parte lo hayan hecho en virtud de un contrato de prestación 

de arrendamientos de servicios, o, por el contrario, hayan sido designados de oficio, ya que 

mientras que en el primero de los supuestos nos encontramos ante un derecho subjetivo de 

derecho privado (un crédito indemnizatorio de naturaleza patrimonial), en el supuesto en 

que estos profesionales hayan sido designados de oficio, se entrevera la cuestión con la 

presencia de un derecho subjetivo público de índole prestacional, que es el que corresponde 

a la parte a cuyo favor haya sido reconocido su derecho a la justicia gratuita, destinado a 

procurar la consecución de su derecho fundamental a la tutela judicial efectiva. 

Centrándonos en la asistencia jurídica gratuita (que es el caso que nos ocupa), el derecho 

subjetivo público de quien tiene reconocido el derecho a la justicia gratuita se colma con la 

prestación del servicio por los profesionales que hayan intervenido en el proceso. Si 

entendemos el derecho subjetivo como un interés legítimo tutelado por el ordenamiento 

jurídico podremos comprobar, por otra parte, que el artículo 36.5 de la Ley de Asistencia 

Jurídica Gratuita ha instituido como titulares de este derecho subjetivo indemnizatorio de 

naturaleza patrimonial en que consiste la percepción de las costas de la parte contraria 

condenada a su pago a los profesionales que hubieran intervenido en el proceso en la 

representación y la defensa de quien ha obtenido el reconocimiento del derecho subjetivo 

público de naturaleza prestacional a la asistencia jurídica gratuita. Aunque en principio 

podría suscitarse una controversia -en el caso de existir una condena en costas de la parte 

contraria- sobre si el derecho de crédito indemnizatorio de naturaleza patrimonial (en que 

consiste la exigibilidad de las costas al condenado a su pago) corresponde a la 

Administración que ha verificado la prestación de derecho público (el pago de los 

profesionales designados de oficio que intervienen en el proceso) o a estos mismos 

profesionales, la cuestión queda zanjada por lo dispuesto en el art. 36.5 de la Ley de 

Asistencia Jurídica Gratuita –ya mencionado- conforme al que se establece la obligación -a 

cargo de los profesionales que hubieran sido resarcidos a través de la percepción de las 

costas procesales- de devolver (a la Administración, se ha de entender) las cantidades 

eventualmente percibidas con cargo a fondos públicos por su intervención en el proceso. 

Consecuentemente, se llega a la conclusión de que los titulares del derecho subjetivo 

a la percepción de las costas procesales son los profesionales designados de oficio que 

hubieran llevado la representación y la defensa de la parte. Lógicamente, se impone la 

solución de que a favor de estos titulares de los derechos subjetivos debe ser extendido por 

el Juzgado el correspondiente mandamiento de devolución, por ser lo que la lógica y la razón 

del caso reclaman”. 

 

Y por último el auto de Audiencia Provincial de Barcelona (Sección 

17a), Auto núm. 100/2008, Rollo núm. 510/2007-A, de 15 de mayo de 2008, el 

cual en su  fundamento de derecho segundo establece que: “Es decir, quien resulta 

beneficiado por la condena en costas es el Erario Público y no la parte, que obviamente no 

podrá hacer suyas las cantidades así obtenidas. Por tanto, las cantidades así logradas deben 

ser destinadas preferentemente a ese fin y no a la satisfacción de otros créditos que la 

apelante pueda ostentar frente a los aparentemente beneficiados por la condena en costas”. 
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De la regulación del turno de oficio 

 

El artículo 24 de la Constitución Española garantiza el derecho 

fundamental a obtener la tutela efectiva de los jueces y tribunales a todas las 

personas en el ejercicio de  sus derechos e intereses legítimos y a la defensa y 

asistencia de letrado. Esta disposición se complementa en el artículo 119 del 

mismo texto legal, que establece que la justicia será gratuita cuando así lo 

disponga la ley y, en todo caso, respecto de quien acredite insuficiencia de 

recursos para litigar. Este artículo se desarrolla por la Ley 1/1996, de 10  de enero, 

de Asistencia Jurídica Gratuita. 

Por su parte, el artículo 47.1.1ª del Estatuto de Autonomía para Andalucía 

atribuye a la Comunidad Autónoma competencia exclusiva en materia de 

procedimiento administrativo derivado de las especialidades de la organización 

propia de la Comunidad Autónoma y el artículo 150.1 establece que corresponde 

a la Junta de Andalucía la competencia para ordenar los servicios de justicia 

gratuita. En su desarrollo se dictó el Decreto 67/2008, de 26 de febrero, por el 

que se aprueba el Reglamento de Asistencia Jurídica Gratuita en el ámbito de la 

Comunidad Autónoma de Andalucía. 

De acuerdo con lo establecido en el artículo 49.2 del citado reglamento, 

mediante orden de la Consejería competente en materia de justicia se 

determinarán las bases económicas y módulos para la compensación económica 

por las actuaciones realizadas en el turno de oficio, que se regulan en la Orden de 

13 de febrero de 2018, por la que se aprueban los módulos y bases de 

compensación económica de los servicios de asistencia jurídica gratuita 

prestados en el turno de oficio por los profesionales de la abogacía y la 

procuraduría, en la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

Pues bien, teniendo como base el artículo 119 de la Constitución española 

y la necesidad de dar cobertura legal a este derecho, se configura a través la Ley 

1/1996 de 10 de enero, de asistencia jurídica gratuita, según señala su exposición 

de motivos “un sistema de justicia gratuita que permita a los ciudadanos que 

acrediten insuficiencia de recursos para litigar, proveerse de los profesionales 

necesarios para acceder a la tutela judicial efectiva y ver adecuadamente 

defendidos sus derechos e intereses legítimos”. 

Y continúa determinando que “el reconocimiento del derecho pasa, por 

tanto, a convertirse en una función que descansa sobre el trabajo previo de los 

Colegios profesionales, que inician la tramitación ordinaria de las solicitudes, 

analizan las pretensiones y acuerdan designaciones o denegaciones 

provisionales, y, por otra parte, sobre la actuación de unos nuevos órganos 

administrativos, las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita, como órganos 

formalmente responsables de la decisión final, y en cuya composición se hallan 

representadas las instancias intervinientes en el proceso”. 
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“Esta meta legal de proporcionar a los ciudadanos que lo precisen un 

sistema rápido y eficaz de justicia gratuita se articula, como hasta ahora, sobre 

la base de un servicio público, prestado por la Abogacía y la Procuraduría, 

financiado con fondos igualmente públicos”. 

Esta ley fija su objeto en el artículo 1 y coloca a los Colegios profesionales 

como las entidades que organizarán el servicio de asistencia jurídica gratuita al 

que le da contenido en su artículo 6 configurando así el derecho, enumerando las 

prestaciones que incluye. 

Asimismo, el artículo 11 LAJG que regula el funcionamiento de las 

Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita, y determina que “los Colegios de 

Abogados y de Procuradores pondrán a disposición de las Comisiones de 

Asistencia Jurídica Gratuita, la lista de colegiados ejercientes adscritos a los 

servicios de justicia gratuita, con indicación, en su caso, de especializaciones. 

Organización de los servicios de asistencia letrada, defensa y representación 

gratuitas”. 

Son los Colegios profesionales, en definitiva, los que deberán regular los 

servicios obligatorios de asistencia letrada y de defensa y representación gratuitas, 

garantizando, en todo caso, su prestación continuada, que debe atender a criterios 

de funcionalidad y de eficiencia. Este servicio incluirá el asesoramiento de 

carácter gratuito a los peticionarios de asistencia jurídica gratuita, con la finalidad 

de orientar y encauzar sus pretensiones. En esta función de asesoramiento, los 

Colegios de Abogados facilitarán a los solicitantes de asistencia jurídica gratuita 

la información necesaria en relación al cumplimiento de los requisitos para su 

concesión, así como el auxilio en la redacción de las solicitudes correspondientes 

(artículo 22 LAJG) y organizarán la distribución de los turnos (artículo 24 LAJG). 

Los profesionales que presten el servicio obligatorio de justicia gratuita, 

tendrán derecho a una compensación de carácter indemnizatorio, que queda 

regulada en el artículo 30 LAJG, según el cual “el importe de la indemnización 

se aplicará fundamentalmente a compensar las actuaciones profesionales 

previstas en los apartados 1 a 3 del artículo 6 de esta ley, cuando tengan por 

destinatarios a quienes hayan obtenido el reconocimiento del derecho a la 

asistencia jurídica gratuita”. 

La misma ley establece los mecanismos en caso de que se produzca 

condena en costas en su artículo 36 y fija: “1. Si en la resolución que ponga fin al 

proceso hubiera pronunciamiento sobre costas, a favor de quien obtuvo el 

reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita o de quien lo tuviera 

legalmente reconocido, deberá la parte contraria abonar las costas causadas en 

la defensa y representación de aquélla” 

En este mismo sentido, el CAPITULO CUARTO de las normas del turno 

de oficio establecido por los Colegios en el capítulo dedicado a la 

RETRIBUCION DE LOS SERVICIOS, en su artículo 29 determina que: “Para 
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percibir la retribución de los servicios de asistencia a detenidos y presos y 

actuaciones del Turno de Oficio se estará a lo establecido en estas normas”, y en 

su artículo 30 indica cómo se debe realizar la DEVOLUCIÓN DE LA 

RETRIBUCIÓN: debiendo el letrado comunicar al Colegio la percepción de 

honorarios en asuntos turnados de oficio por no disfrutar el justiciable del  derecho 

a la justicia gratuita o por cobro de las costas a la parte contraria, y reintegrar 

inmediatamente el importe percibido en concepto de retribución. 

 

 

De la titularidad del crédito en costas 

Es pacífica la jurisprudencia que viene declarando con referencia a 

cualquier clase de procedimiento que lo concedido a la parte ganadora es un 

crédito frente a los obligados al pago de las costas procesales y no un derecho de 

repetición o de reembolso de lo abonado por los acreedores a los abogados  y       

procuradores que le defienden y representan (STS 21 Mayo 2007 

(SP/SENT/158269) y “no necesitan acreditar que los tienen abonados a los 

respectivos profesionales, basta con que se presenten las correspondientes 

facturas de haberse devengado los honorarios o derechos”. 

 

El titular de este derecho de crédito es por tanto la parte litigante que hubiera 

procedido a la contratación de los servicios de los profesionales que intervienen 

en el proceso en su representación y defensa. Coherentemente con ello, el 

Tribunal Constitucional, como se ha citado en el Auto AP Barcelona 309/10, ha 

establecido que el titular del crédito que origina la condena en costas es la parte 

contraria beneficiaria de la misma, y no los profesionales que la han representado 

y defendido, con independencia de que estos profesionales hayan recibido,    parcial 

o totalmente, sus derechos y honorarios de la parte a quien han prestado sus 

servicios. Esta concepción de la titularidad es totalmente pacífica doctrinal y 

jurisprudencialmente. 

Pero ello viene a referido en la relación contractual abogado/cliente que no 

se da en la relación abogado/justiciable beneficiario del beneficio de justicia 

gratuita porque en este caso este último no es titular del crédito sobre las costas 

tasadas porque si bien nominalmente pudiera así parecerlo el destinatario final de 

las cantidades es el letrado minutante y es en beneficio de éste que se realizó la 

tasación de costas. 

 

En este sentido la A.P. Málaga Sección 5ª en auto recaído en Rollo 

450/14 de fecha 14 de octubre de 2016 establece que: 

 

“En definitiva, esta Sala comparte plenamente la argumentación de la resolución 

recurrida sobre la interpretación del artículo 36 de la Ley de Justicia Gratuita, e igualmente 

lo resuelto por la AP Guadalajara, sec. 1ª, en Auto de 24-2-2011, nº 20/2011, rec. 143/2010, 

cuando indica: “...compartiendo plenamente su argumento en cuanto a que como lo que se 
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está ejecutando es el cumplimiento de una resolución judicial que se corresponde con los 

honorarios devengados por letrado en un procedimiento en que la ejecutante tenía 

reconocido el derecho a la asistencia jurídica gratuita, y conforme al contenido del art. 36 

de la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita, más concretamente su inciso 5, en ningún caso 

podría considerarse una compensación, en el supuesto de que se pudiera efectuar, con 

créditos que pudieran ostentar las partes mutuamente, que iría contra la más elemental 

lógica jurídica, puesto que ello supondría un incremento virtual de su patrimonio con el 

correspondiente enriquecimiento injusto, dado que lo debe abonarse son los honorarios de 

letrado que ella nunca ha tenido que desembolsar al tratarse de un profesional designado de 

oficio una vez obtenido el beneficio de justicia gratuita. Aparte de que efectivamente, y a 

mayor abundamiento, se hace una referencia a créditos compensables que, o bien no se 

acreditan, o bien conllevan la intervención de otras personas ajenas a este procedimiento." 

 

En conclusión, en el caso de que la parte tenga reconocido el derecho a la asistencia 

jurídica gratuita y haya sido defendida y representada por profesionales designados por el 

turno de oficio, el crédito derivado de la condena en costas a la parte contraria, corresponde 

a dichos profesionales directamente, sin que pueda compensarse en consecuencia con la 

deuda que la persona defendida y representada por dichos profesionales designados por el 

turno de oficio mantenga con la parte contraria condenada en las costas, al no reunirse las 

identidades que previene el artículo 1295 del CC”. 

 

De la inexistencia de quebranto económico en el justiciable en la 

defensa de sus intereses. De la inexistencia de resarcimiento de daño y del 

Enriquecimiento injusto. 

 

El criterio objetivo del vencimiento se impuso en nuestro proceso civil tras 

un prolongado período. 

 

El Auto de la Sala 3ª del T.S. de 20 de Diciembre de 1990 acuñó la 

expresión de que “la necesidad del proceso para obtener la razón no debe 

convertirse       en daño para el que tiene la razón”; y en ese concepto de daño se 

encuentra restituir  al litigante en todos aquellos gastos que hubiere necesitado 

para hacer efectivo su derecho.       Con ello nos encontramos el concepto de costas, 

estableciendo el art. 241 LEC el elenco  de aquello que puede considerarse gastos 

del proceso y así lo define como los “DESEMBOLSOS” que tenga su origen 

directo e inmediato en la existencia de dicho proceso. 

El concepto es nítido: desembolso. O sea nos encontramos ante la 

restitución de lo pagado. 

Como hemos manifestado, las costas son aquellos gastos imprescindibles 

que tienen su causa directa e inmediata en un proceso determinado y que se 

originan como consecuencia de la realización de actos procesales concretos y 

determinados.  

Pero debe distinguirse, y así lo hace la Ley de Enjuiciamiento Civil en su 
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artículo 241, entre el concepto de gastos del proceso y el concepto de costas 

procesales, en cuanto que el primero, gastos del proceso, supone un concepto 

general; mientras que las costas procesales supone un concepto más específico 

que aparece, además, claramente concretado, determinado y enumerado en el 

artículo 241 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 

Las costas procesales han de ser atendidas por el que sufre la condena a su 

pago, si bien no todos los gastos del proceso pueden ser reintegrados a la parte 

que ve triunfar sus pretensiones.  

Sin embargo el justiciable con derecho a la justicia gratuita no desembolsa 

pago alguno y por tanto no puede ser acreedor de ningún crédito por gastos 

derivados del proceso. No  cabe embolsarse lo que no se ha desembolsado. 

El justiciable in limine litis solo enarbola su título (art. 10 LEC) pero no la 

posibilidad  de resarcirse de los gastos que hayan quebrantado su patrimonio para 

el ejercicio de ese derecho. Sin embargo nuestra ley rituaria impone al Tribunal 

pronunciarse sobre los gastos del proceso y así se deduce del tenor del art. 394, 

mandando imponerlas al vencido  que fue incluido por la Ley de 6 de Agosto de 

1984 y como criterio rector de la imposición de costas (y salvo las dudas de hecho 

o derecho). 

        Y con ello nace un nuevo título: las costas debidamente tasadas. La cuestión es 

¿Quién es el acreedor de esas costas? 

 

         Una parte de la respuesta resulta notoria: El justiciable desde luego que no, ya 

que no ha  hecho, ni hará, desembolso alguno. No hay quebranto económico dentro 

de los gastos que el legislador entiende como resarcibles, siendo el primero de ellos 

“honorarios de la defensa  y de la representación técnica cuando sean preceptivas”. 

  

 En el caso en que el justiciable beneficiario de asistencia jurídica gratuita fuese 

perceptor de dichas costas aun no habiendo tenido que realizar ningún desembolso 

incurriría en enriquecimiento injusto. El Tribunal Supremo, a través de varias 

sentencias, ha establecido qué elementos deben darse en cualquier supuesto para 

estar ante una situación de enriquecimiento injusto, entre ellos que la persona 

demandada haya disfrutado, injustamente, de un aumento de su patrimonio. Es 

decir, cualquier ventaja patrimonial, como se daría en caso de que percibieran un 

importe económico sin haber realizado ningún desembolso previo.  

 

De la prestación de servicio. De la dual responsabilidad de los 

profesionales. De las consecuencias económicas. 

 

La relación de los profesionales (ya en el ejercicio de la abogacía ya en el 

de la procura) con el justiciable beneficiario de la justicia gratuita no es de 

arrendamiento de servicios pues éste lo es con los Colegios Profesionales que lo 
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realizan por mandato de la Administración. 

 

Dichos profesionales tienen obligaciones profesionales y deontológicas 

frente al justiciable.  

 

La designación le viene por el Colegio Profesional (art. 11 y ss Real Decreto 

141/2021, de 9 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de asistencia 

jurídica gratuita) conforme a la organización de los servicios de asistencia letrada, 

defensa y representación gratuitas que la Ley 1/1996 establece derivando la 

gestión en los Consejos Generales de la Abogacía Española y de los Colegios de 

Procuradores de los Tribunales de España y sus respectivos Colegios y por último 

con la Administración. 

 

Tal es así que siendo la Administración quien ha hecho entrega a esos 

Colegios del caudal para atender ya la organización ya la indemnización de los 

profesionales tiene el derecho al reintegro de lo abonado y en su virtud el art. 36 

de la ley 1/1996, de Asistencia Jurídica Gratuita, establece, que "5. Obtenido el 

pago por los profesionales designados de oficio conforme a las reglas 

contempladas en los apartados anteriores, estarán obligados a devolver las 

cantidades eventualmente percibidas con cargo a los fondos públicos por su 

intervención en el proceso". 

 

       El derecho público a quien se la concedido los beneficios de la asistencia 

jurídica gratuita se comprende con la prestación del servicio por los profesionales 

que hayan intervenido en el proceso. Pues bien, el artículo 36.5 de la Ley de 

Asistencia Jurídica Gratuita ha instituido como titulares de este derecho 

subjetivo indemnizatorio  de naturaleza patrimonial en que consiste la percepción 

de las costas de la parte contraria condenada a su pago a los profesionales que 

hubieran intervenido en el  proceso en la representación y la defensa de quien ha 

obtenido el reconocimiento  del derecho subjetivo público de naturaleza 

prestacional a la asistencia jurídica gratuita. Y ello porque dicho precepto así lo 

determina ya que establece que son esos profesionales quienes hacen de aquellas 

con la obligación de devolver lo percibido. 

 

Y así queda expresado en Auto, arriba referenciado de la la AP de 

Barcelona (Sección 12ª) num. 309/2010 de 20 diciembre que se incluye en el 

informe del Consejo General de la Abogacía Española. 

 

Hay pues una diferenciación del derecho al crédito indemnizatorio en que 

consisten las costas procesales, según que los profesionales que hayan 

representado y defendido a la parte lo hayan hecho en virtud de un contrato de 

prestación de arrendamientos de servicios, o, por el contrario, hayan sido 

designados de oficio, ya que mientras que en el primero de los supuestos nos 
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encontramos ante un derecho subjetivo de derecho privado  (un crédito 

indemnizatorio de naturaleza patrimonial), en el supuesto en que estos 

profesionales hayan sido designados de oficio, se entrevera la cuestión con la 

presencia de un derecho subjetivo público de índole prestacional, que es el que 

corresponde a la parte a cuyo favor haya sido reconocido su derecho a la justicia 

gratuita, destinado a procurar la consecución de su derecho fundamental a la tutela 

judicial efectiva. 

 

En definitiva, la Administración se convierte en prestadora de servicios 

a un tercero, si bien establece que sean los Colegios Profesionales ya de Abogacía 

ya de Procuradores quienes se hagan cargo de la operativa por la que, además, 

perciben una cantidad, con obligaciones de: organización, formación y 

especialización; estando sujetos a los mismos principios de responsabilidad 

patrimonial establecidos para las Administraciones públicas por la Ley 30/1992, 

de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 

Procedimiento Administrativo Común. 

 

Hay pues una diferencia entre lo establecido en la tasación y la cantidad que 

como límite impone el legislador a devolver a la administración. La cuestión es 

el la legitimación de esa diferencia. 

 

Entendemos que los profesionales han percibido una cantidad baremada por 

su trabajo  muy inferiores a los que los criterios orientadores de honorarios 

profesionales establecen e, incluso, muy inferiores a los precios medios de 

mercado de cualquier profesional, lo que es aceptado porque la asistencia jurídica 

tiene un componente social (de hecho no ha mucho era una carga de honor y 

gratuita) y por eso el pago realizado por la Administración no son honorarios sino 

indemnización. 

 

La minuta es el desglose de los trabajos realizados que tienen su traslación 

en los honorarios para los abogados y los aranceles en la nota de derechos en los 

procuradores. Bien, en ese momento aquellos se convierten en honorarios 

profesionales pues aquel         que ha visto rechazada su pretensión y se ve obligado a 

satisfacer los gastos del proceso no puede ser beneficiario de un derecho social 

que no le corresponde y, por el contrario, aquellos profesionales que han 

desarrollado un trabajo profesional bajo el paraguas social y son indemnizados 

cuando el que ha de atender los gastos no es el finalista de      esa acción social no 

puede beneficiarse de ella. Los profesionales han de recibir el justo precio a su 

trabajo, cuya diferencia no percibida en caso de que el pagador fuera la 

administración tenía sustento en dicha vocación social, que, ahora, desaparece. 

 

Cierto es que no deja de ser una interpretación, y por tanto subjetiva, más 

no podemos negar que lo objetivo es el mandato del art. 36.5 de la Ley de 

Asistencia Jurídica. A saber: 
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1º.- Que es la parte contraria (vencida en costas) quien ha de atender las 

causadas en la defensa del justiciable beneficiado con la asistencia jurídica 

gratuita. 

2.- Que obtenido el pago por los profesionales estarán obligados a devolver 

lo percibido. Es de destacar que la norma habla de los profesionales no del 

justiciable, esto es, sólo los profesionales, son quienes tienen la disponibilidad de 

dichas costas pues si el justiciable fuere el titular de ellas la norma se hubiere 

referido a éste y no a aquellos. 

3.- Que el mandato de devolución se contrae, únicamente, a lo percibido 

de la administración. 

4.- Que el legislador manda que los honorarios y derechos se tasan 

conforme a las normas de los Colegios Profesionales y los Aranceles; siendo 

importante señalar que se habla de “honorarios y derechos”; no de indemnización 

que es lo que perciben de la Administración. Esto es, se pierde el carácter de 

indemnización que es lo que satisface la Administración, siendo que quien ha de 

satisfacer el pago no tiene los referidos beneficios. Los profesionales pueden 

percibir por su trabajo la justa compensación conforme a las normas y aranceles 

perdiendo ese carácter de indemnización. 

5.- Llegado el caso de que el vencido en costas hubiere de atender las 

causadas al justiciable con beneficios de justicia gratuita, los profesionales han de 

emitir una minuta y nota conforme a las normas y aranceles. 

6.- Es la norma quien determina qué hacer con esas costas: Tasarlas 

conforme a las normas de honorarios y aranceles; que los profesiones, éstos y sólo 

estos dispongan de ellas y devuelvan a la  Administración lo percibido; y siendo 

que ya no tienen que contraer sus honorarios y derechos al carácter social del 

turno de oficio percibe por su trabajo conforme a los aranceles y normas 

colegiales. 

 

 

Recogiendo todo este criterio transcribimos por su nitidez el Auto de la AP 

de Jaén  (Sección 1ª) num. 372/2018 de 31 octubre: “Sobre la naturaleza del crédito 

en cuestión, se han pronunciado las Audiencias Provinciales. Ciertamente la doctrina 

jurisprudencial parte de que es un crédito de la parte. Ahora bien, se matiza en el ámbito de 

la Justicia Gratuita la cuestión, pues lo que evidencia la propia ley, es que es un crédito 

con un destino señalado por la norma, cual es el pago a los profesionales designados de 

oficio, que deberán reintegrar lo percibido con cargo a los fondos públicos. 

Así el Auto de la Secc. 14 de la Audiencia Provincial de Barcelona, de 1 de diciembre 

de 2017 dice: "Ciertamente, en el ámbito de la Justicia Gratuita el fundamento de que el 

derecho subjetivo a percibir las costas tasadas y consignadas corresponde a los 

profesionales designados y no a las partes, radica en que su intervención en el pleito no 

deriva de una relación contractual de arrendamiento de servicios con sus defendidos o 

representados, sino que se trata de una actuación ex lege derivada de la designación por 

turno de oficio, en aplicación de la Ley 1/1996, de Asistencia Jurídica Gratuita y, por tanto, 

sin que concurra el presupuesto legal del artículo 241 LEC (RCL 2000, 34, 962 y RCL 2001, 
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1892), toda vez que el artículo 33 del mismo cuerpo legal excluye del régimen jurídico 

general los casos de intervención por esta vía, en los que, a sensu contrario, tampoco el 

Letrado podrá jurar la cuenta al procurador, ni éste reclamar la contra el cliente si hubiese 

obtenido el derecho a litigar con el beneficio de justicia gratuita. 

Así, establece el artículo 241 de la LEC (RCL 2000, 34, 962 y RCL 2001, 1892): Salvo 

lo dispuesto en la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita (RCL 1996, 89), cada parte pagará 

los gastos y costas del proceso causados a su instancia a medida que se vayan produciendo. 

Se considerarán gastos del proceso aquellos desembolsos que tengan su origen directo e 

inmediato en la existencia de dicho proceso, y costas la parte de aquéllos que se refieran al 

paso de los siguientes conceptos: 1 ° Honorarios de la defensa y de la representación técnica 

cuando sean preceptivas. (. . .) 

Por su parte, el artículo 36 ("Reintegro económico") de Ley 1/1996, de AJG, establece, 

en sus apartados 1 y 5, respectivamente: 1. Si en la resolución que ponga fin al proceso 

hubiera pronunciamiento sobre costas, a favor de quien obtuvo el reconocimiento del 

derecho a la asistencia jurídica gratuita o de quien lo tuviera legalmente reconocido, deberá 

la parte contraria abonar las costas causadas en la defensa de aquélla. 5. Obtenido el pago 

por los profesionales designados de oficio conforme a las reglas contempladas en los 

apartados anteriores, estarán obligados a devolver las cantidades eventualmente percibidas 

con cargo a los fondos públicos por su intervención en el proceso. 

A tenor de lo que establecen tanto el artículo 241 LEC como el artículo 36 de la Ley 

1/1996 , es obvio que en el ámbito de la defensa letrada de oficio la parte no asume 

desembolso o pago alguno para cubrir los gastos derivados del proceso, siendo que en 

realidad en tales supuestos es la Administración Pública la que, con cargo a los presupuestos 

públicos, indemniza a los profesionales por su intervención en estos casos, sin perjuicio del 

derecho de los mismos a cobrar directamente de los ciudadanos a quienes hayan defendido 

si éstos vinieren a mejor fortuna o no les fuera finalmente reconocido el beneficio a la justicia 

gratuita. (Véase al efecto los Autos de la APBarcelona, seccion 17ª, de 15 de mayo de 2008 

(nº 100/2008); de la seccion 19ª,de 12 de mayo de 2010(nº 93/2010); de 20 de diciembre de 

2010 y 26 de octubre de 2011, ambos de la sección 12ª (nº 309/2010 y 199/2011). 

El Auto de 15 de mayo de 2008 de la AP de Barcelona establece lo siguiente:... En el 

sentido señalado, el art. 19 LEC, relativo al derecho de disposición de los litigantes, la 

transacción y la suspensión, establece en su apartado 1 "Los litigantes están facultados para 

disponer del objeto del juicio y podrán renunciar, desistir del juicio, allanarse, someterse a 

arbitraje y transigir sobre lo que sea objeto del mismo, excepto cuando la ley lo prohíba o 

establezca limitaciones por razones de interés general o en beneficio de tercero". 

El precepto anterior, dado que la ejecutante gozaba del beneficio de justicia gratuita 

y estaba defendida y representada por profesionales nombrados de oficio, ha de ponerse en 

relación con el art. 36 de la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita de 10 de enero de 1996 "... 

"Es decir, el beneficio de justicia gratuita otorga al beneficiario el derecho de ser asistido 

por Abogado y Procurador nombrados de oficio, que en principio serán retribuidos a través 

de los mecanismos establecidos legalmente, pero en el caso de que la persona que goce de 

dicho beneficio sea acreedora de la condena en costas, la retribución de dichos profesionales 

se llevará a cabo a través de la misma, de donde resulta que si bien las costas son un crédito 

de la parte y no de los profesionales, y por tanto perfectamente renunciables por aquélla, en 

el caso de que esos profesionales hayan sido nombrados de oficio, un correcto entendimiento 

de los preceptos antes transcritos nos lleva a concluir que no podrá la beneficiaria de la 

justicia gratuita renunciar a cobrarlas, o desistir del procedimiento para llevar a cabo su 

exacción, porque a pesar de ejercitar un derecho propio, ese ejercicio es en interés o 
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beneficio de terceros, y su renuncia o desistimiento perjudicaría a éstos, lo que ha de llevar 

a estimar el recurso interpuesto ." 

En similar sentido se pronuncia el Auto de la Secc. 8 de la Audiencia Provincial de 

Madrid, de fecha 13 de junio de 2016. O el Auto de la Secc. 1ª de la Audiencia Provincial de 

Córdoba, de 3 de marzo de 2017 en el que se dice: ". Es decir, que si bien el titular del 

crédito por costas lo es y pertenece a la parte, dicho principio general quiebra en el ámbito 

y caso concreto de defensa y representación en turno de oficio. La legitimación activa para 

promover la tasación de costas corresponde a la parte contraria a aquélla que fue condenada 

a su pago (art 242.1 LEC). Al respecto la STC 28//1990 de 26 de enero dice: "El titular del 

crédito privilegiado que origina la condena en costas es la parte contraria beneficiaria de 

la misma y no los profesionales que la han representado y defendido". Y en la misma línea, 

la jurisprudencia tiene declarado que la condena en costas " crea una relación entre el 

condenado y el vencedor, representando un crédito a favor del último y no a favor de su 

Abogado y Procurador, de ahí que resulte legitimado para su exigencia por esa vía judicial 

el favorecido con la declaración de condena... en nombre de quien se ha formulado la 

petición de tasación de costas". Ahora bien, el beneficio de justicia gratuita otorga al 

beneficiario el derecho de ser asistido por Abogado y Procurador nombrados de oficio, que 

en principio serán retribuidos a través de los mecanismos establecidos legalmente. No 

obstante si la persona que goce de dicho beneficio es acreedora de la condena en costas, la 

retribución de dichos profesionales se llevará a cabo a través de la misma, de donde resulta 

que si bien las costas son un crédito de la parte y no de los profesionales, y por tanto 

perfectamente renunciables por aquélla, en el caso de que esos profesionales hayan sido 

nombrados de oficio, un correcto entendimiento de los preceptos antes transcritos nos lleva 

a concluir que no podrá la beneficiaria de la justicia gratuita "compensar" ese crédito en su 

beneficio, porque a pesar de ejercitar un derecho propio, ese ejercicio es en interés o 

beneficio de terceros. 

En conclusión, la Ley contiene una disposición especial sobre el destino que debe 

darse a esas cantidades, en concreto: el abono de los honorarios profesionales del Abogado 

y Procurador que han intervenido de oficio en virtud de lo dispuesto por le Ley de Asistencia 

Jurídica Gratuita (RCL 1996, 89). Quien resulta beneficiado por la condena en costas es el 

Erario Público y no la parte, que obviamente no podrá hacer suyas las cantidades así 

obtenidas. Por tanto, las cantidades así logradas deben ser destinadas preferentemente a ese 

fin y no a la satisfacción de otros créditos que el apelante pudiera ostentar frente a la 

aparentemente beneficiada por la condena en costas." 

  

  De las consecuencias fiscales 

 

Si mantuviéramos que es el beneficiario de la asistencia jurídica gratuita el 

acreedor del derecho sobre las costas tasadas nos encontraríamos ante el absurdo 

de que los profesionales tendrían que atender el impuesto sobre el valor añadido 

que no perciben y, además, declarar en la base imponible de su renta unos 

honorarios no percibidos. 

 

En la regulación del artículo 14.1b de la Ley 35/2006 de 28 de noviembre 

de 2006, del IRPF y en el artículo 7 del   Real   Decreto   439/2007,  de  30 de  

marzo   de   2007,  Reglamento del  IRPF nos encontramos con el artículo 14 sobre 

la Imputación temporal donde se establece la regla general: “Los ingresos y gastos 
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que determinan la renta a incluir en la base del impuesto se imputarán al período impositivo 

que corresponda, de acuerdo con los siguientes criterios: 

a) Los rendimientos del trabajo y del capital se imputarán al período impositivo en que 

sean exigibles por su perceptor. 

b) Los rendimientos de actividades económicas se imputarán conforme a lo dispuesto en 

la normativa reguladora del Impuesto sobre Sociedades, sin perjuicio de las especialidades 

que reglamentariamente puedan establecerse 

 

Y el artículo 7 sobre la  Imputación temporal de rendimientos en el que: 

“Los contribuyentes que desarrollen actividades económicas aplicarán a las rentas derivadas 

de dichas actividades, exclusivamente, los criterios de imputación temporal previstos en el 

texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades y sus normas de desarrollo, sin 

perjuicio de lo previsto en el siguiente apartado. Asimismo, resultará aplicable lo previsto en 

los apartados 3 y 4 del artículo 14 de la Ley del Impuesto en relación con las rentas pendientes 

de imputar en los supuestos previstos en los mismos. 

  1º. Los contribuyentes que desarrollen actividades económicas y que deban 

cumplimentar sus obligaciones contables y registrales de acuerdo con lo previsto en los 

apartados 3, 4, 5 y 6 del artículo 68 de este Reglamento, podrán optar por el criterio de cobros 

y pagos para imputar temporalmente los ingresos y gastos de todas sus actividades 

económicas. 

 

Es decir que a no ser que los profesionales hayan optado por el criterio de 

imputación por caja y sí al devengo (que son la inmensa mayoría) en el momento 

en que las costas son tasadas se devengarían los impuestos. 

  

          Y, por el contrario el justiciable, se encontraría ante un incremento 

patrimonial no justificado al no verse compensado por una transmisión previa. 

 

      Por tanto, los ingresos se imputarán al período impositivo en que se produzca 

su devengo, con independencia de la fecha de su cobro, si bien, cabe la posibilidad 

de optar por el criterio de caja.  

 

 

De la crítica la criterio mantenido por la sala III del Tribunal Supremo 

          El Auto de la Sala III del Tribunal Supremo de  fecha 5 de noviembre de 2020   

arriba referenciado no entra a analizar el motivo por el que en el supuesto en que 

el litigante actúe con el beneficio de justicia gratuita sería titular del crédito de las 

costas caso de salir ganador de ella en el procedimiento, justificándolo en que ello 

sería justificable “cuando los profesionales intervinientes están autorizados por 

su representado para percibir el importe de las costas” y remitiéndose a 

anteriores resoluciones (Auto de 25 de septiembre de 2019 Casación 1968/2017)”. 

 

A nuestro entender yerra en tanto que soslaya que no hay relación 

arrendaticia de servicios, no hay relación mercantil, no hay hoja de encargo entre 
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el justiciable con derecho a asistencia jurídica gratuita y su letrado ya que, como 

ya hemos dicho, la relación se contrae a la profesional y deontológica siendo que 

los profesionales tienen esa relación con sus Colegios Profesionales y por tanto 

no cabe la renuncia de algo de lo  que no se dispone. 

 

No obstante lo cual y siguiendo esa tesis habría que incorporar en las 

designas la autorización del justiciable a que los profesionales pudieran percibir 

el importe de las costas con lo que se cerraría cualquier espita sobre el tema. 

 

Del Reglamento de asistencia jurídica gratuita. 

 

La cuestión relativa a la titularidad del derecho subjetivo al cobro de las 

costas del proceso se focaliza en la interpretación de la norma del art. 241 LEC 

en relación con la del art. 36 de la Ley 1/1996, de Asistencia Jurídica Gratuita. 

 

El primero de ellos, en su apartado 7, distingue entre lo que constituyen 

“gastos” y lo que son “costas” del proceso, y, expresamente, señala que dentro del 

segundo concepto hay que incluir los “honorarios de la defensa y de la 

representación técnica cuando sean preceptivas…”. 

 

El art. 36 de la LAJG alude a las costas del proceso en caso de que una de 

las partes litigue con asistencia jurídica gratuita reconocida y establece que si la 

resolución que ponga fin al proceso contiene pronunciamiento sobre costas a favor 

de quien obtuvo dicho reconocimiento, “deberá la parte contraria abonar las 

costas causadas en la defensa de aquella”. Esto es: la parte vencida en el litigio 

deberá abonar, siendo condenada a ello por la sentencia, “los honorarios de la 

defensa y de la representación técnica…”. 

 

Hay que tener en cuenta que la naturaleza de la retribución que percibe el 

Letrado de oficio no constituye una prestación en pago de sus honorarios 

profesionales, sino que el propio Reglamento de Asistencia Jurídica Gratuita 

(R.D. 141/2021, de 9 de marzo) lo configura como una “Indemnización” (art. 44). 

 

Por lo tanto, es la propia Ley de Asistencia Jurídica Gratuita la que está 

legitimando  al profesional de la abogacía que interviene en defensa de un 

favorecido por el derecho          a dicha asistencia para reclamar los honorarios que por 

su intervención se han devengado en el proceso y le confiere legitimidad para 

cobrarlos por sí, sin más obligación que la de devolver lo que ya hubiere, en su 

caso, percibido de la propia Administración pública. 

 

A esta solución conduce una interpretación sistemática y finalista de las 

normas jurídicas vigentes en la materia. 
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El Preámbulo del R.D. 141/2021, de 9 de marzo, que aprueba el Reglamento 

de Asistencia Jurídica gratuita, configura la prestación de la asistencia jurídica 

gratuita como un “servicio público”. Para prestarlo se vale de los Colegios 

profesionales de abogados y procuradores, a los cuales “subvenciona” (art. 42), y 

son éstos los que, en virtud de las atribuciones conferidas, designan, conforme a 

su propia organización interna, al profesional que ha de intervenir. Por tanto, no 

existe relación contractual alguna entre el titular del derecho a la asistencia 

jurídica gratuita y el profesional de la abogacía que se encarga de su defensa por 

designación de oficio. Esto lleva a entender que es la administración la que tiene 

el derecho a reclamar del litigante vencido y condenado en costas del proceso, el 

pago de estas. Pues bien, siendo así, es la propia administración la que, de manera 

expresa, confiere al profesional de la abogacía interviniente la legitimidad para 

reclamar y cobrar sus “honorarios”. 

 

En efecto. Así se desprende de los arts. 17 y 21 del Reglamento de 

Asistencia Jurídica Gratuita, aplicables por analogía. El art. 17 contempla un 

supuesto de designación provisional de abogado de oficio que posteriormente se 

desestima y establece que la designación provisional, como no podía ser de otro 

modo, queda sin efecto, pero añade: “en tales casos, la persona peticionaria 

deberá abonar los honorarios y derechos económicos ocasionados por los 

servicios efectivamente prestados por los profesionales designados de oficio con 

carácter provisional. En todo caso, las personas profesionales de la abogacía 

actuantes habrán de reembolsar a la administración el importe de las 

retribuciones percibidas con motivo de su intervención  profesional realizada 

hasta el momento en el supuesto de que fueran abonados los honorarios por parte 

del peticionario cuya solicitud hubiera sido desestimada…”. 

 

Como vemos, la ley autoriza, expresamente, al profesional de la abogacía 

a reclamar y cobrar íntegramente sus “honorarios y derechos” del peticionario de 

asistencia jurídica gratuita que hubiere sido desestimada, y no solo aquella 

cantidad que hubiera podido  percibir hasta ese momento de la administración. 

 

Del mismo modo, el art. 21 del citado reglamento, contemplando el caso de 

revocación posterior del derecho a la asistencia jurídica gratuita, establece que el 

que temporalmente la ha disfrutado está obligado a pagar “todos los honorarios 

de las personas profesionales de la abogacía y la procura devengados desde la 

concesión del derecho…”. La especialidad de este precepto es que viene a 

distinguir entre los “honorarios” y los “demás gastos reembolsados” por la 

administración, estableciendo que respecto de estos “la administración podrá 

exigir dicho reembolso mediante el procedimiento de apremio…”. 

 

Es decir, la norma separa lo que son “honorarios y derechos de los 

profesionales” a quienes legitima para reclamarlos y cobrarlos por sí, y lo que son 

otros gastos (por ejemplo de peritos) que ya se encarga ella misma de intentar 
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cobrarlos por la vía de apremio. 

 

Con ello se corona que es la Ley de Asistencia Jurídica gratuita y su 

Reglamento la que concede al profesional de la abogacía la titularidad del crédito 

por el concepto de “costas”, en el que se incluyen sus “honorarios” profesionales 

“íntegros”. 

 

No puede entenderse que el vencido en el litigio y condenado en costas, por 

el hecho de que el litigante favorecido por las mismas hubiere litigado con 

asistencia jurídica gratuita, no esté obligado a pagar los honorarios de los 

profesionales de la abogacía y procura intervinientes, pues se le estaría colocando 

en una posición más beneficiosa que al propio titular de este derecho, ya que por 

este (vencedor) arrostra con el gasto la administración, mientras que aquel 

(vencido) no hace desembolso alguno como indemnización del daño o perjuicio 

que a esta le ha causado. Tampoco puede entenderse que solo esté obligado a 

pagar, por este concepto, la cantidad que hubiere percibido como indemnización 

el profesional de la abogacía, muy inferior, como es sabido, a los honorarios 

profesionales conformados al Baremo Orientador de cada Colegio Profesional, 

por lo que de “prestación social” conlleva también para los profesionales de la 

abogacía la defensa de oficio, siendo que es la propia ley, como hemos dicho 

antes, la que le atribuye el derecho a cobrar la totalidad de sus honorarios. 

 

Del sentido común. 

 

En los pleitos nos encontramos con diversos actores, destacando a nuestros 

efectos los litigantes que quieren ver reconocidos sus derechos y los profesionales 

que lo representan y defienden.  

 

El Estado social y de derecho ampara la tutela judicial efectiva y con ello 

el acceso a la justicia a aquellos que no tengan medios y pone a disposición de los 

justiciables que puedan tener derecho a la asistencia jurídica gratuita los servicios 

profesionales de abogados y procuradores, encargando a los Colegios 

Profesionales la organización y abonando un pago que no son los honorarios 

digamos debidos o los aranceles tabulados y que por ello se indemniza a estos 

profesionales; pero si quien ha de atender aquellos no tiene esos beneficios  estos 

profesionales sí tienen derecho a tener y obtener el justo precio a su trabajo. 

 

Entender que el justiciable con beneficio de justicia gratuita es el 

beneficiario de esas costas es hurtar a los profesionales su trabajo y es 

enriquecerse por algo que no tenía contraprestación pues su vocación era la de ver 

reconocido su derecho el cual ha sido visto así por los Tribunales pero no 

resarcirse del coste de ese ejercicio porque ello no le ha supuesto coste alguno. 
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      CONCLUSION   

 

      ENTENDEMOS, que son los profesionales, abogados y procuradores, los 

titulares del crédito del crédito de las costas en los supuestos en que el litigante 

vencedor ha sido defendido y representado en virtud de la asistencia jurídica 

gratuita con la obligación de devolver a la Administración lo percibido en 

concepto de indemnización. 

 

En Málaga, a dieciocho de abril de dos mil veintiuno.- 
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